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			RECONOCIMIENTOS

Mientras fue director académico de CORDES, y más tarde, cuando nos encontrábamos en Washington y él trabajaba para el FMI, Luis Jácome, en forma insistente, me pidió que escribiera sobre el período siguiente al estudiado en El poder político en el Ecuador. Quisiera agradecerle por haber sembrado la semilla que fructificó veinte años después. 

			Debo un especial reconocimiento a Patricio Donoso Hurtado. Fue suya la mayor carga de la investigación: revisó minuciosamente los borradores, hizo importantes observaciones conceptuales y señaló los párrafos que requerían un mejor desarrollo y redacción más clara, sin importarle trabajar en las noches y los fines de semana. También debo agradecer a Daniel Baquero y Diego Guerra porque siempre estuvieron atentos a proporcionarme la información que requería, así como la inicial colaboración de María Esther Guevara. De una manera especial, al director de CORDES, José Hidalgo Pallares, por las observaciones que hizo a todos los capítulos, sobre su contenido y redacción, pues, además de ser un prestigioso economista, ha incursionado en la novela y el cuento.

			Los respetados economistas Abelardo Pachano, Augusto de la Torre y Luis Jácome hicieron importantes observaciones a la Primera parte y a los dos primeros capítulos de la Cuarta parte. Sus consejos resultaron particularmente útiles, por ser yo apenas un aprendiz de la economía. También me fueron provechosos los de Simón Pachano acerca de la Tercera parte, relativa a la política; de José Ayala Lasso, sobre el diferendo territorial con el Perú, y de Nick Mills, sobre algunos capítulos. Para todos ellos, mis rendidas gracias. 

			La oficina que ocupo en CORDES, desde hace treinta y cuatro años, lugar en el que escribí la mayor parte del libro, me facilitó múltiples servicios y ayudas, que especialmente recibí de mi asistente, Katherine Mora. Gracias a CORDES y a ella.

			


		
			INTRODUCCIÓN

Con la preparación de mi tesis de grado (1966), en la que hice un diagnóstico económico, social, cultural y político del subdesarrollo ecuatoriano, inicié una relación con las ciencias sociales de la que no he podido desprenderme, aun en las épocas en que campañas electorales, el ejercicio de funciones públicas o el debate político perturbaron mi trabajo académico.

			Muchos de los materiales contenidos en aquel escrito de juventud fueron usados en una investigación que dirigí y dio origen al libro Dos mundos superpuestos: ensayo de diagnóstico de la realidad ecuatoriana (1969). Fue impulsada por el Instituto Ecuatoriano para el Desarrollo Social (INEDES), a fin de que las organizaciones de trabajadores y campesinos y los centros de promoción social contaran con un análisis comprensivo de la problemática en que debían actuar. También sirvió a quienes se iniciaban en el conocimiento de los datos de la realidad nacional, en una época en que no existía un libro que la hubiera sistematizado. Tal era la ausencia de estudios de esta naturaleza, que los informes del Banco Central y de la Junta de Planificación fueron las principales fuentes consultadas, a las que se sumaron apenas 37 autores ecuatorianos, buena parte historiadores. 

			A pesar de que fue un esfuerzo seminal, hubo académicos que criticaron su contenido. Argumentaron que el libro carecía de un análisis histórico que permitiera comprender la causalidad de las realidades estudiadas y la significación económica, social y política de los cambios producidos. Respondí a estos cuestionamientos con la publicación de El poder político en el Ecuador (1977), libro en el que trabajé cinco años, con mayor dedicación cuando fui nombrado profesor de medio tiempo en la Universidad Católica del Ecuador. 

			El interés que despertó en los lectores y la generosa crítica que recibió en el país y en el exterior promovieron su difusión. Fue traducido al inglés (Political Power in Ecuador), idioma en el que se hicieron dos ediciones (University of New Mexico Press, Albuquerque, 1980, y Westview Press, Boulder, 1985), y al portugués (O Poder Político no Ecuador, Paz e Terra, Río, 1981). Cuarenta años después de su aparición sigue leyéndose, es una fuente frecuente de consulta y se lo ha llegado a considerar un clásico de las ciencias sociales ecuatorianas, probablemente por el objetivo y comprensivo análisis que contiene.

			El sistema hacienda conformado en la Colonia y consolidado en la República, y la estructura de poder que engendró, fueron los marcos teóricos que guiaron la investigación contenida en El poder político en el Ecuador. Prescindí de la teoría marxista de la historia y de la teoría neomarxista de la dependencia, por entonces en boga entre los científicos sociales ecuatorianos. Los seguidores de la primera consideraban que no era posible explicar la historia nacional sin los supuestos teóricos del materialismo histórico y el materialismo dialéctico. Y quienes se adhirieron a la segunda atribuían el atraso del país a las “relaciones de dependencia y explotación” que ataban la economía nacional a los intereses de los países industrializados1. 

			 En el capítulo titulado La lucha de clases demostré que la historia del Ecuador no había sido el resultado de los conflictos que se dieron entre “explotadores y explotados” y de las “pugnas de intereses económicos antagónicos” producidos “al interior de la clase dominante”. Contradiciendo lo que habían escrito académicos marxistas ecuatorianos2, sostuve que los conflictos más bien fueron ideológicos, culturales, religiosos, regionales, étnicos, e incluso elementales pugnas personales de caudillos civiles y militares. En otros capítulos establecí que la evolución del país tampoco había sido el simple reflejo de un sistema mundial omnipresente, que dictaba diariamente el curso de la economía nacional sin que el país pudiera hacer algo para conducirla de acuerdo a sus intereses. Al contrario, el aislamiento en el que se mantuvo el Ecuador en el siglo XIX, y las limitadas relaciones que tuvo con el exterior en la primera mitad del XX, explican, al menos en parte, el rezago económico y social que sufrió. Algunos de los elementos que contribuyeron a que el país impulsara su progreso fueron, precisamente, los vínculos que logró establecer con el mundo desarrollado en la segunda mitad del siglo XX. 

			Son numerosas las evidencias de lo equivocadas que estuvieron las teorías marxista de la historia y latinoamericana de la dependencia para entender el proceso evolutivo de una sociedad. Son patentes el predominio mundial de los países capitalistas y el fracaso del socialismo en la Unión Soviética, en los satélites de Europa Central, en la atrasada Cuba y en la empobrecida Venezuela. El exitoso desarrollo que en la segunda mitad del siglo XX obtuvieron naciones que adoptaron el modelo capitalista, y el salto económico dado por la comunista China por similar motivo, han sido posibles gracias a la apertura internacional y a inversiones realizadas por empresas multinacionales. Tan incontrastables son estas evidencias que los trabajos inspirados en visiones marxistas y “dependentistas” de los procesos económicos y sociales han perdido ascendencia académica y hoy cuentan con muy pocos lectores. 

			He realizado este recuento bibliográfico porque el libro que el lector tiene en sus manos es el último eslabón de una trilogía sobre la realidad nacional, que comenzó con Dos mundos superpuestos, continuó con El poder político en el Ecuador y concluye con Ecuador entre dos siglos. 

			En vista de que el estudio contenido en El poder político en el Ecuador termina en 1975, la posibilidad de escribir sobre los años siguientes hasta nuestros días fue un proyecto que por largo tiempo acaricié. Con tal propósito recogí documentos, recopilé bibliografía y adelanté estudios sobre materias específicas y hechos coyunturales. No pude ir más lejos, debido al tiempo que me quitaron los menesteres políticos y el trabajo diario en la presidencia de la Corporación de Estudios para el Desarrollo (CORDES). Y por considerar que, en razón de haber participado en algunos de los acontecimientos políticos que me proponía analizar, convenía esperar a que me alejara de la vida pública y tuviera el sosiego y la perspectiva que se adquieren con el paso del tiempo. 

			Varias razones contribuyeron a que mudara de criterio y resolviera finalmente abordar el estudio del Ecuador de fines del siglo XX y principios del XXI. 

			En mis reflexiones siempre iban a pesar las responsabilidades políticas que tuve a mi cargo, aun en el caso de que consiguiera alejarme de la vida pública. En vista de que no me proponía estudiar los gobiernos y tampoco el desempeño de quienes los presidieron, sino más bien los procesos históricos, se reducía el riesgo de que mis experiencias y actuaciones pudieran condicionar el análisis. Y, en los últimos años, en lugar de alejarme del debate político, volví a involucrarme, constreñido por el deterioro de las instituciones democráticas y la instauración paulatina de una autocracia, a partir del 2007. No fue menos importante el temor a que el fatal transcurrir del tiempo se convirtiera en un obstáculo que terminara impidiendo que pudiera reflexionar y escribir con lucidez y buen juicio. 

			Finalmente pensé que para averiguar si mi participación política, las responsabilidades que tuve a mi cargo y las posiciones que asumí3 iban a pesar negativamente en mi escrito, convenía dejar que cada lector juzgara por su cuenta si recogía con objetividad la realidad estudiada, o si más bien era una interpretación interesada de los hechos analizados. 

			No es la primera vez que me encuentro ante la dificultad que enfrenta el académico al analizar procesos históricos en los que ha intervenido como uno de sus actores. Desde que pasé a ocupar funciones públicas de responsabilidad política, la experimenté en cada ocasión en que preparaba una nueva publicación que tocaba asuntos en los cuales había participado. Creo haberla sorteado aproximándome a los fenómenos estudiados con libertad intelectual, observando las realidades como objetivamente eran, sustentando el análisis en evidencias empíricas, empleando procedimientos analíticos rigurosos, evitando supuestos teóricos preconcebidos y dejando de lado mis posiciones políticas. He procurado que estas exigencias del trabajo académico estén presentes en Ecuador entre dos siglos, libro además escrito con la ilusión de emular a El poder político en el Ecuador. 

			Su primera y segunda partes, concernientes a la Formación del poder en la Audiencia de Quito (1533-1820) y a la Estructura del poder en la República (1820-1949), se refieren a procesos históricos que concluyeron hace más de seis décadas. Por este motivo, y porque no usé categorías teóricas que las mutaciones ideológicas y las evidencias fácticas hubieran invalidado, considero que el análisis realizado permite conocer, entender y explicar los períodos Colonial y Republicano, hasta mediados del siglo XX.

			La tercera parte, sobre La crisis del poder en la época contemporánea, también refleja los avatares vividos por el Ecuador entre 1950 y 1975, al recoger los cambios que comenzaron a transformar el país y acelerar su desarrollo. Hubo, sin embargo, fenómenos que no advertí, que siguieron un curso distinto o no recibieron un tratamiento analítico apropiado. Veinticinco años no eran suficientes para que maduraran las transformaciones económicas, sociales y políticas desencadenadas por la descomposición de la vasta estructura de poder conformada por la hacienda, institución alrededor de la cual había girado por centurias la vida nacional. 

			El Ecuador de hoy es absolutamente diferente del país atrasado en el que nada cambiaba y todo seguía igual, condición en la que permaneció desde que se fundó la República, en el lejano 1830, hasta mediados del siglo XX. El proceso de modernización que ha experimentado ha tornado más complejas las estructuras económicas, sociales y políticas, ha diversificado los intereses de los grupos que en ellas interactúan y ha modificado el pensamiento nacional. No hay un poder hegemónico que aglutine los diferentes intereses económicos, y tampoco una estructura o institución que determine el curso que ha de seguir la sociedad. Al desaparecer el latifundio, liberarse la mano de obra campesina, diversificarse la producción y modernizarse las relaciones laborales dejó de existir el sistema hacienda, categoría analítica en la que se sustentó la investigación contenida en El poder político en el Ecuador.

			Por este motivo, en Ecuador entre dos siglos vuelvo sobre algunos de los temas estudiados en las últimas páginas de aquel libro, para observarlos a la luz de lo acontecido después de 1975. Con este fin, añado nuevos elementos de juicio y reviso observaciones que no fueron precisas, análisis que resultaron insuficientes y conclusiones que no llegaron a confirmarse. Por ejemplo, valoro el papel capital que tuvo la riqueza petrolera en las transformaciones económicas y los progresos sociales experimentados por el país y en la conformación de la moderna sociedad del siglo XXI. Subrayo la vertiginosa mutación del pueblo indígena, su inesperada eclosión política y la forma en que llegó a convertirse en una fuerza social gravitante, cambios que ni siquiera vislumbré, a pesar de la atención que puse en el estudio de esta problemática. Redefino el papel del Estado y valoro la contribución de la empresa privada, la inversión extranjera, el ordenado manejo de la economía, el mercado y la apertura internacional al desarrollo del país. Atribuyo al crecimiento económico y a la creación de empleos un papel fundamental en el mejoramiento de las condiciones de vida de la población, la reducción de la pobreza y el fortalecimiento de la clase media. 

			Como las realidades que me proponía analizar eran diferentes a las abordadas en El poder político en el Ecuador, era necesario encontrar un marco teórico distinto al de la hacienda y el poder. Opté por la democracia y el desarrollo, en razón de que alrededor de estas dos instituciones giró el país en el período histórico estudiado. Dominaron el debate nacional, determinaron los objetivos de los gobiernos, concitaron la preocupación de los ciudadanos, promovieron el bienestar general y definieron la suerte del Ecuador y de sus habitantes. 

			Para determinar el período histórico en el que me proponía trabajar, tomé como punto de partida 1976, simplemente porque en el año anterior concluyó El poder político en el Ecuador. Pero aquel adquirió sentido porque apenas cuatro años antes se había iniciado la exportación de petróleo, hecho económico que cambió el futuro del país, y un año después comenzó el proceso de transición de la dictadura a la democracia. Ubiqué 2015 como punto de llegada de Ecuador entre dos siglos, simplemente porque era el año en que se cumplían cuarenta de la aparición del libro que lo suscitó. Al no concluir la redacción del manuscrito en el tiempo previsto extendí el análisis hasta 2016, al que he sumado la mención de ciertos hechos relevantes ocurridos en los primeros meses de 2017.

			Las transformaciones que ha experimentado el Ecuador entre 1976 y 2016 son las más profundas y trascendentes ocurridas desde su fundación. La sociedad ha disfrutado del alero protector de las instituciones republicanas y el país ha vivido el más extenso período democrático de su historia, si bien afectado por el ejercicio autoritario de dos gobiernos, el segundo durante diez largos años. En las cuatro décadas transcurridas el país salió del inveterado atraso y logró cierto grado de desarrollo. Se produjeron importantes avances en los niveles de vida de todos los sectores sociales y los servicios de educación y salud cubrieron a casi todos los ecuatorianos. Se redujo significativamente la pobreza, se conformó la clase media, emergió el mundo indígena y la mujer se incorporó a la vida nacional. Gracias a estos progresos sociales, hijos o nietos de trabajadores manuales accedieron a las universidades y algunos conformaron pequeñas fortunas. Casi desapareció el analfabetismo y todo el que quiso educarse encontró una matrícula en escuelas y colegios. El país se integró geográficamente con un sistema moderno de comunicaciones, en el que se destaca una extensa red de carreteras, algunas propias del primer mundo. Proliferan los emprendimientos empresariales y pequeños y medianos negocios incursionan en el mercado exportador. Por primera vez en centenares de años los costeños migran a la Sierra, especialmente hacia Quito, ciudad que se está convirtiendo en el centro económico del Ecuador.

			Los cardinales cambios que se han producido en el mundo durante el tardío siglo XX y en el temprano siglo XXI, ni siquiera vislumbrados en El poder político en el Ecuador, han contribuido a darle identidad al período estudiado. El contexto mundial y las relaciones internacionales son hoy marcadamente diferentes a lo que fueron antes de 1976. La comunista China adoptó el sistema capitalista, colapsó el socialismo real, se disolvió el Imperio soviético, concluyó la Guerra Fría y en todos los países latinoamericanos, con excepción de Cuba, se instauró la democracia, si bien en algunos de ellos ha sufrido retrocesos, incluido el Ecuador. Los Estados se volvieron interdependientes, las economías del tercer mundo se vincularon con los países industrializados y se debilitaron las relaciones Sur-Sur, así como los organismos conformados para fomentarlas. Adquirieron una dimensión universal la democracia, el mercado y el idioma inglés, en razón del predominio económico y cultural alcanzado por Estados Unidos.

			Estos y muchos otros asuntos son abordados en las cuatro partes que comprende el libro: La economía, La sociedad, La política y Las ideas. En la primera se estudian el papel fundamental del crecimiento económico, los problemas derivados de la deuda externa, las recurrentes y costosas crisis económicas y el importante desarrollo alcanzado por el país, entre otros temas. En la segunda, los cambios sociales que transformaron el rostro del país, la reivindicación del pueblo indígena, los avances logrados por la mujer y el surgimiento de la clase media. En la tercera, la restauración de la democracia, el orden constitucional, los partidos políticos, otras formas de participación y la contraposición democracia-autoritarismo. En la cuarta, las ideas que influyeron en el desarrollo del país: Estado y mercado, integración y libre comercio, costumbres, actitudes y creencias, innovaciones y emprendimientos, la idea de la paz y el mundo mejor del siglo XXI. En esta parte sigo el pensamiento del historiador Peter Watson, que considera como ideas los acontecimientos e innovaciones “que han tenido una influencia a largo plazo en la forma en que vivimos y pensamos”, además de las expresiones del pensamiento abstracto4.

			No abundan las fuentes bibliográficas sobre el período histórico que comprende Ecuador entre dos siglos que no sean estudios generalmente parciales y monográficos, por lo que para su redacción me han sido muy útiles los ensayos, monografías, conferencias y libros que he escrito en los últimos cuarenta años. Principalmente: Democracia y crisis (1984-85), La victoria del No (1986), La dictadura civil (1988), Política democrática (1990), Gobernabilidad y reforma constitucional (1993b), Una Constitución para el futuro (1998), Deuda y desarrollo en el Ecuador contemporáneo (2002), Los costos del populismo (2006), Las costumbres de los ecuatorianos (2007) y Dictaduras del siglo XXI (2012). 

			También me han servido documentos que he ido reuniendo a lo largo de los años, con mayor dedicación cuando concebí la idea de emprender la indagación del trascendental período contemporáneo. Así como, las publicaciones hechas por el Banco Central, el Instituto Nacional de Estadística y Censos, organismos internacionales e investigadores ecuatorianos y extranjeros. Y las notas que escribí en mis agendas, para no olvidar hechos en los que intervine o conocí, pensando en que iban a tener significación histórica.

			Llamará la atención del lector que algunos asuntos se mencionen más de una vez. A pesar del cuidado que he puesto en evitar repeticiones, resultaron inevitables, en vista de que los fenómenos económicos, sociales y políticos con frecuencia están interconectados. Y porque ciertos hechos debían analizarse desde perspectivas diferentes, para comprenderlos a cabalidad, apreciar sus particularidades y entender sus derivaciones. 

			A pesar del esfuerzo que hice para reducir a un mínimo las cifras y los porcentajes que constan en el texto de la Primera y Segunda partes, algunos resultaron indispensables para fundamentar los hechos analizados. Debo una excusa a los lectores por las molestias que los números puedan ocasionarles. Es posible que algunos consideren excesivas las referencias al último gobierno, explicables por los muchos años de ejercicio y su diaria intervención en todas las expresiones de la vida pública. 

			Deseo, finalmente, informar a los lectores que el libro puede ser leído de dos maneras. Aquellos que quieran tener una visión metódica, completa e integrada del período histórico estudiado deberían comenzar por la primera página. Los que prefieran concentrar su atención en temas específicos, de su particular interés, pueden escoger el capítulo correspondiente. 

			 

			QUITO, 15 DE JULIO DE 2017







Primera parte
LA ECONOMÍA







El libro comienza con el estudio de la economía, en razón de lo mucho que cuenta en el bienestar de los individuos, el progreso de las sociedades y el desarrollo de las naciones, y por haber sido su papel determinante en los cambios sociales, políticos e ideológicos experimentados por el Ecuador en el período histórico estudiado.

			El desempeño de la economía nacional dependió del crecimiento, y este, de la suerte que corrieron las exportaciones en el mercado internacional, como antes había sucedido con el cacao entre los siglos XIX y XX, y el banano a partir de 1950. Los progresos económicos y cambios sociales impulsados por este producto a lo largo de dos décadas se aceleraron en los años setenta, al incorporarse a la producción el petróleo y cotizarse a un alto precio, fenómenos que se repitieron en los tres primeros lustros del siglo XXI. También contribuyeron las nuevas exportaciones y los créditos proporcionados por organismos internacionales de cooperación y otras fuentes. En el siglo XXI cobró importancia un nuevo componente del crecimiento: la ampliación del mercado interno, conforme fueron mejorando los ingresos de las familias y aumentaba el consumo de los hogares.

			Los progresos del país pudieron haber sido mayores si no hubiesen mediado catástrofes, enfrentamientos fronterizos, adversas condiciones externas y decisiones económicas equivocadas. El hecho más desfavorable fue el colapso del precio del petróleo ocurrido en los años ochenta y noventa y a fines del tercer lustro del siglo XXI. Por los problemas señalados el país se sumió en cuatro graves crisis económicas, que revirtieron algunos de los adelantos alcanzados durante los períodos de prosperidad. A pesar de estos tropiezos, fueron importantes y múltiples los cambios y progresos que experimentó el Ecuador, como se verá en el último capítulo de esta Primera parte.

			Los grandes temas que guían el análisis de la economía ecuatoriana son: el crecimiento, la deuda, las crisis y el desarrollo, asuntos que a mi parecer resumen la problemática económica de las últimas décadas. Las otras variables de la economía se incorporarán al análisis en cuanto contribuyan al esclarecimiento de los hechos estudiados5. 

			




		
			CAPÍTULO 1
EL CRECIMIENTO

Una de las lecciones dejadas por el siglo XX, y confirmada en los tres primeros lustros del XXI, es que un crecimiento económico suficiente, sostenido y a largo plazo permite a las sociedades salir del atraso, desarrollarse y elevar los niveles de vida de la población. Es lo que sucedió en Inglaterra, Alemania, Estados Unidos, Francia, Japón y Canadá entre el siglo XIX y el primer tercio del XX, y décadas más tarde, en Australia, Italia, España, Irlanda y los llamados Tigres Asiáticos: Taiwán, Hong Kong, Singapur y Corea del Sur. 

			Los pasos que en esta dirección comenzó a dar el Ecuador desde mediados del siglo XX se afianzaron en los años setenta y en los tres primeros lustros del siglo XXI gracias al petróleo. El crecimiento que tuvo la economía en estos dos lapsos, que suman un cuarto de siglo, fue tan importante que, a pesar de haber sido afectada por varias crisis, el país logró alcanzar cierto grado de desarrollo. 

			Al producirse el colapso de la agricultura cacaotera, a finales de la segunda década del siglo XX, la economía ecuatoriana cayó en un prolongado estancamiento que se extendió por treinta largos años, del cual logró salir gracias a la incorporación del “oro verde” a la producción y a la canasta de exportaciones. El banano impulsó el crecimiento a una tasa anual del 5% entre 1950 y 19696, que a pesar de ser positiva no fue suficiente, porque el país debía superar el atraso acumulado por décadas y el elevado aumento de la población de 3,2% anual. Pero la base productiva que consiguió formar facilitó el despegue propiciado por el petróleo.

			Las compañías estadounidenses Texaco y Gulf, a principios de los años sesenta, descubrieron ricos yacimientos petroleros en el nororiente amazónico. Esta cuantiosa riqueza no se debió a un esfuerzo nacional sino a las inversiones y tecnologías aportadas por compañías extranjeras, gracias a las cuales los campos de Lago Agrio, Charapa y, Bermejo comenzaron a explotarse en 19727. El hecho constituyó una reconfortante sorpresa, pues se creía que el país carecía de tan redituable riqueza, desde que fracasó la búsqueda de petróleo realizada años atrás por la acreditada compañía Shell. El oleoducto construido para llevar el petróleo al puerto de embarque superó obstáculos aparentemente insalvables. Su trazado desbrozó la selva amazónica, ascendió a alturas de 4.000 metros en la meseta andina, atravesó la extensa planicie litoral y llegó a Esmeraldas, en la costa del océano Pacífico, luego de recorrer 503 kilómetros. 

			En 1972 se extrajo de la Amazonía un promedio de 78.000 barriles diarios de petróleo y el año siguiente 208.000, producción que además de atender la demanda interna dejó un apreciable saldo para la exportación. Tan importante suceso económico coincidió con un violento aumento de la cotización del crudo en el mercado internacional, luego de haber permanecido estancada por décadas. La acción colectiva de la Organización de Países Exportadores de Petróleo (OPEP) —cartel al que el Ecuador se sumó en 1973— y conflictos internacionales en el Oriente Medio8 elevaron el precio del petróleo, de 2,50 dólares por barril en los que se cotizaba en 1972 a 13 en 1974, a 21 en 1979 y a 35 en 1980. 

			La incorporación del petróleo a la oferta exportable y el alto precio en que se cotizó dispararon el valor de las exportaciones. En 1972 crecieron en 32%; en 1973 en 76% y en 1974 en un asombroso 115%, de manera que en apenas tres años se quintuplicaron, para ascender a la elevada cifra de 1.494 millones de dólares, valor que se duplicó en 19819. Este vertiginoso incremento cesó en los años siguientes, al estancarse el precio del petróleo y no aumentar la producción. Por este motivo, a pesar del buen desempeño de las demás exportaciones, en 1990 llegaron a sumar solamente 3.467 millones de dólares. 

			Antes de que se enviaran al exterior los primeros barriles de crudo el petróleo rindió frutos económicos, por las inversiones que se hicieron para la construcción de caminos de acceso a los yacimientos y las oportunidades de hacer negocios y de conseguir empleos que se abrieron en los lugares donde se instalaron los campamentos. Cuando se iniciaron las exportaciones el efecto económico alcanzó tal dimensión, que creó condiciones para que la economía diera un apreciable salto adelante, al crecer a una tasa anual del 6,8% entre 1971 y 1981. Medido en dólares reales el PIB se duplicó, al pasar de 13.032 millones de dólares a 25.224 millones y el per cápita se incrementó en 38%, para llegar a 2.918 dólares. Tan extraordinarios resultados nunca se habían registrado en la historia del Ecuador, marcada por una anémica actividad económica, que mantuvo al país en el atraso y al pueblo en la pobreza. Nada, ni siquiera lejanamente parecido, había sucedido durante los auges económicos del cacao y el banano. 

			No fueron estos los únicos efectos económicos que produjo el petróleo; además modificó la estructura de la economía. En 1971 el sector productivo más importante era el agrícola, lugar que compartía con los servicios, a los que seguían la industria manufacturera, el comercio y la construcción. Cinco años después, en 1976, el sector agrícola había perdido la importancia que tradicionalmente tuvo, al mismo tiempo que se expandían los otros sectores económicos, especialmente el petrolero y los servicios, estos impulsados por el creciente consumo y el incremento de las importaciones10.

			A fines de la década de los sesenta habría sido más que hipotético esperar que una economía, una sociedad y un Estado crónicamente afectados por la escasez de recursos y sujetos a regulares penurias, en la siguiente nadarían en la abundancia. Gracias al sorprendente crecimiento económico que experimentó el país, en el lapso de una decena de años dejó atrás su inveterado atraso, dispuso de divisas para importar bienes a los que antes no tenía acceso y acumuló una inesperada y cuantiosa riqueza. Se ampliaron y mejoraron los servicios públicos, especialmente los de caminos y electricidad, se dinamizaron las aletargadas actividades económicas, creció notablemente el gasto social y mejoraron los niveles de vida de la población.

			Este sustancial cambio de las condiciones económicas y las sensibles mejoras que experimentó el bienestar general no habrían sido posibles sin el “oro negro”. Y tampoco se hubiera descubierto y explotado, de no mediar las inversiones realizadas por compañías extranjeras en la por entonces aislada selva amazónica, ya que no existía un camino que traspasara la cordillera andina oriental y llegara a la zona en la que estaban localizados los yacimientos. El menesteroso Estado y el débil sector privado nacional habrían sido incapaces de acometer tamaño desafío económico y tecnológico, pues carecían de los considerables capitales requeridos y desconocían las complejidades técnicas y empresariales del negocio petrolero. 

			Como había sucedido con el cacao, el café y el banano, pero de manera más acentuada, el precio en el que se vendió el petróleo en el mercado internacional determinó el crecimiento de la economía, la suerte del país y el bienestar de la población11. A altos precios correspondieron alzas de la actividad económica y a bajos precios, fuertes caídas que en ocasiones derivaron en costosas crisis. El riesgo que los ciclos económicos plantean a países cuyo crecimiento se sostiene en la explotación de bienes primarios no fue tenido en cuenta por los gobiernos y tampoco por la opinión pública. Tan abundantes y fáciles eran los ingresos proporcionados por el petróleo que el Estado, las empresas y los individuos no se plantearon la contingencia de que el auge petrolero pudiera ser perecedero. 

			Al iniciarse 1981 a todos tomó por sorpresa que el precio del petróleo, un año antes cercano a 40 dólares, comenzara a deteriorarse, para caer en 1986 a ínfimos 12 dólares el barril. Si bien se recuperó al comenzar los años noventa y llegó a bordear los 18 dólares, volvió a deteriorarse en los años siguientes y descendió a un mínimo de 9 dólares en 1998 y a 7 al finalizar ese año. Esta drástica baja del producto en el que se sostenía la economía, la privó del cimiento que había sustentado la recuperación de los años precedentes y la llevó al estancamiento y la recesión. 

			Al mismo tiempo, en los años ochenta el país sufrió una retahíla de adversidades. En 1981 se produjo un enfrentamiento bélico con el Perú en el sector suroriente de la frontera, que demandó gastos extraordinarios, produjo incertidumbre y paralizó las inversiones. En los años 1982-83 devastadoras inundaciones, causadas por el fenómeno de El Niño, destruyeron la infraestructura física de la región costera y redujeron la oferta exportable de banano, camarón, cacao, café y otros productos. El terremoto de 1987 inhabilitó veinte kilómetros del oleoducto en la zona amazónica, por lo que durante tres meses no se exportó crudo y en otros tres solo cantidades mínimas12. Y el crédito proporcionado por la banca foránea se encareció en forma desmedida, para luego paralizarse. 

			Estos infortunios, el adverso contexto internacional y otros problemas surgidos en los años siguientes provocaron un ciclo económico recesivo que se prolongó a lo largo de los años ochenta y noventa y dio lugar a dos décadas perdidas13, a diferencia de los demás países de América Latina, que solo tuvieron una. En 1995 se produjo un nuevo choque militar fronterizo, de similares efectos económicos negativos. Una prolongada sequía desabasteció al país de energía eléctrica y afectó a la producción agrícola, industrial, comercial y de servicios. A fines de siglo, la plaga de la “mancha blanca” liquidó buena parte de la producción camaronera, con la consiguiente afectación de las exportaciones14. Y se sucedieron en el mundo crisis que afectaron el volumen y el valor de las exportaciones: la mexicana en 1994 y la asiática y rusa en 1997-98.

			Hubo también gobiernos que no ejecutaron políticas favorables al crecimiento económico y más bien lo perjudicaron al descuidar los equilibrios macroeconómicos y desalentar la inversión privada nacional y extranjera. Detrás de estas políticas estuvieron posiciones ideológicas que menospreciaban el papel de los equilibrios macroeconómicos en el desarrollo de los países, en el progreso social y en la mejora de las condiciones de vida de la población. 

			Por las razones anotadas, entre 1982 y 1999 la economía creció a la baja tasa anual del 2,2%, de manera que al finalizar el siglo, transcurridos casi veinte años, el PIB en precios constantes fue de solo 37.318 dólares, un tercio mayor que el de 1981. Como la tasa anual de incremento de la población fue del 2,2% el PIB per cápita aumentó a solo 3.222 dólares, apenas 304 dólares más que diecinueve años atrás. Estos modestos resultados demuestran lo negativas que fueron las dos décadas perdidas de fines de siglo para el desarrollo del Ecuador. Hubo, sin embargo, cuatro años con un crecimiento por sobre el 4%, impulsado por favorables fenómenos internacionales.

			La disminución del crecimiento económico incidió negativamente en el conjunto de la economía, en el consumo de los hogares15, en las condiciones sociales de la población y en el desarrollo del país. Los desequilibrios macroeconómicos se volvieron corrientes, particularmente en las cuentas fiscales y en los sectores externo y monetario. La carencia de recursos limitó la construcción de nuevas obras de infraestructura. El debilitamiento del sistema financiero ocasionó quiebras sucesivas de bancos. La devaluación, la inflación, el deterioro de los salarios reales y el aumento del desempleo y de la pobreza se tornaron cotidianos. Como estos problemas, en lugar de resolverse con el transcurrir de los años, más bien empeoraron, el país fatalmente fue conducido a la desestabilizadora crisis económica, social y política de fin de siglo.

			Una acertada política pública, inusualmente mantenida a través de varios gobiernos, ayudó a paliar la caída de la actividad económica. A principios de los años ochenta se realizó una reforma a la Ley de Hidrocarburos, para posibilitar la intervención de compañías extranjeras privadas en la búsqueda y producción de petróleo, a través de contratos de participación16. Esta apertura al capital foráneo había estado vedada por razones ideológicas y políticas, a pesar de que el país carecía de recursos para explotarlo por su cuenta. Gracias a aquellas inversiones fueron descubiertos e incorporados nuevos campos, que elevaron la producción a 379.000 barriles diarios en 1994. Este hecho coincidió con el repunte de las exportaciones agrícolas tradicionales de banano, café y cacao y el crecimiento de nuevas —camarón, atún y flores—, incluso de bienes manufacturados como vehículos, gracias al dinamismo de un renovado y emprendedor sector privado. Todo lo cual permitió que las exportaciones, a diferencia de otros indicadores económicos, arrojaran resultados positivos que ayudaron a que la economía sobrellevara los agudos problemas causados por la crisis. Ascendieron a 10.970 millones de dólares en 1999, un aumento de 2,5 veces con respecto a 1981 y de 1,5 veces en relación con 1991. 

			A partir del año 2000 el precio del petróleo se recuperó, con lo que volvió a convertirse en el motor del crecimiento económico del Ecuador y a reeditar muchos de los elementos positivos que se dieron en los prósperos años setenta del siglo XX. Con la particularidad de que el auge económico de los tres primeros lustros del siglo XXI duró más tiempo y sus efectos fueron más profundos. 

			En los primeros años del siglo XXI la economía de los Estados Unidos volvió a crecer a un promedio anual del 1,9%, y la de China mantuvo la tasa del 10% a la que venía creciendo por tres décadas. La presencia de dos gigantes necesitados de materias primas, combustibles y alimentos incentivó la demanda de bienes que producía el Ecuador. Este favorable contexto internacional coincidió con el aumento de la oferta exportable de petróleo. Las inversiones realizadas por compañías extranjeras en la Amazonía —principalmente la estadounidense Occidental, la española Repsol y la brasileña Petrobras— elevaron la producción de petróleo a 398.000 barriles diarios en el año 2000 y a 536.000 en 2006. A fin de transportarlo hasta el puerto petrolero de Esmeraldas construyeron un oleoducto de crudos pesados (OCP) con sus propios capitales. Al mismo tiempo se produjo un vertiginoso aumento del precio del crudo, de 25 dólares promedio en el año 2000 a 39 en 2005 y a 99 en 2012. Este valor se mantuvo en el año siguiente y comenzó a declinar desde fines de 2014, para estabilizarse en alrededor de 40 dólares entre 2015 y 2016. 

			Las demás exportaciones también prestaron una importante contribución al crecimiento de la economía, además de ayudar a sortear los efectos de la caída del precio del petróleo, pues durante la mayor parte de estos años superaron a las de crudo. En 2014 ascendieron a la elevada suma de 15.357 millones de dólares y representaron el 54% del total. Además del tradicional banano, que continuó ocupando el segundo lugar, cobraron importancia el camarón, el pescado, el oro, la plata, las flores y el aceite de palma, productos que en los años setenta no existían o eran irrelevantes.

			En este importante paso dado por la economía ecuatoriana para reducir su dependencia del petróleo fueron fundamentales los numerosos emprendimientos del sector privado, especialmente el camaronero, el florícola y el piscícola; muchos de ellos pequeñas empresas, incluso artesanales, que consiguieron vender sus productos en el exterior. Pero sobre todo el notable impulso que la globalización dio al comercio internacional. Estos virtuosos procesos económicos, sumados al aumento de la producción y del precio del petróleo, permitieron que las exportaciones totales, que en el año 2000 habían sido de 5.900 millones de dólares, en 2006 alcanzaran 14.200 millones y en 2014 ascendieran a 28.700. Se redujeron en los años siguientes por la pérdida de valor de los commodities17. 

			Dos hechos imprevistos contribuyeron a que se afianzara el crecimiento económico iniciado por el petróleo: las remesas enviadas por los emigrantes a sus familias y la dolarización resuelta el 9 de enero del año 2000 por el presidente Jamil Mahuad. 

			A fines del siglo XX miles de ecuatorianos abandonaron el país para escapar del desempleo y la pobreza causados por la crisis económica, con la esperanza de encontrar un empleo bien remunerado en los países desarrollados, principalmente en Estados Unidos y España, donde se establecieron en mayor número18. Muchos de estos emigrantes, con diversas fortunas, encontraron un puesto de trabajo y obtuvieron ingresos que, además de permitirles atender sus necesidades, les dejaron un ahorro para enviarlo a sus familiares. En el siglo XXI las remesas se volvieron cuantiosas y en 2007 llegaron a superar los 3.000 millones de dólares, valor equivalente a las exportaciones de banano. Este voluminoso ingreso de divisas contribuyó a fortalecer el sector externo y alimentar el crecimiento económico19, pues quienes las percibieron las volcaron al mercado para adquirir bienes, pagar servicios y construir viviendas.

			La adopción del dólar como moneda nacional, en reemplazo del sucre, eliminó el riesgo cambiario causado por las constantes devaluaciones. En los años siguientes fue abatida la indomable inflación, que al finalizar el siglo había llegado a 96% anual y se redujo a 3% en los años siguientes. La dolarización no solo estabilizó la economía, luego de tres volátiles décadas; además desató una ola de confianza que dinamizó los alicaídos negocios, creó oportunidades económicas e impulsó la recuperación del crecimiento. La seguridad de poseer una moneda dura, cuyo valor no estaría sujeto a contingencias políticas y económicas, cambió la mentalidad de los ecuatorianos con respecto a los rendimientos de sus esfuerzos.

			No fueron estos los únicos efectos positivos del fin de las cotidianas devaluaciones y de la empobrecedora inflación. La economía finalmente alcanzó la reclamada estabilidad, que tan necesaria es para el progreso de las actividades productivas y el crecimiento. La recuperación y el incremento del salario real y del ingreso de las familias elevaron el consumo, que pasó a convertirse en uno de los pilares del crecimiento. La reaparición del crédito hipotecario hizo que recobrara importancia la construcción y se multiplicaran las empresas ligadas a esta actividad. La dolarización también incentivó el ahorro y la inversión y obligó a los exportadores a ser competitivos, mejorando la productividad, y no merced a devaluaciones de la moneda. 

			El alto precio del petróleo, el mayor volumen de crudo exportado, el buen suceso de las exportaciones tradicionales y nuevas, las elevadas remesas y la estabilidad económica sacaron al país del estancamiento y lo encauzaron por la senda del crecimiento económico. Entre 2000 y 2016 la economía creció a una tasa promedio anual del 3,9%, que elevó el PIB, en dólares constantes, a 69.300 millones y el PIB por habitante, a 4.194 dólares20. La diversificación de la economía colocó en primer lugar al sector de los servicios (36%), seguido de la industria (13%) minas y canteras (12%), construcción (11%), comercio (11%) y agricultura (9%). El consumo, que tanto suele contar en el crecimiento económico, se incrementó a tasas que oscilaron entre el 3% y el 7%, con excepción de los críticos años 2009, 2015 y 201621. 

			Al terminar el primer lustro del siglo XXI la economía se había estabilizado y crecía robustamente al promedio anual del 4,9, resultado positivo alentado por una coyuntura internacional propicia marcada por favorables términos de intercambio, caída de la cotización del dólar y bajas tasas de interés. Estas excepcionales condiciones le ofrecían al país la singular oportunidad de acelerar el crecimiento económico y proyectarlo a largo plazo. Alcanzar esta meta dependía de la definición y ejecución de una política económica acertada, materia en la que el país contaba con las experiencias ofrecidas por los países latinoamericanos exitosos. Correspondía cuidar la estabilidad macroeconómica, favorecer la acción del mercado y el sector privado, promover la inversión extranjera, incentivar su participación en el petróleo y la minería, controlar el gasto público, reducir las responsabilidades empresariales del Estado, abrir la economía a la competencia internacional e incrementar los fondos de ahorro, creados para evitar el estancamiento de la economía en períodos con un petróleo barato. 

			Los dos gobiernos que se sucedieron a partir de 2005 optaron por un camino contrario. El de Palacio, al declarar la “caducidad” del contrato con la compañía petrolera Occidental, sin el pago de una indemnización, provocó la cancelación del Tratado de Libre Comercio que Ecuador negociaba con Estados Unidos. El de Correa, al hacer suyas las ideas del Socialismo del siglo XXI22, contrarias a la apertura internacional, recelosas del sector privado y propugnadoras de una acción descollante del Estado, retrasó el crecimiento económico. Fundado en ellas, abolió la legislación que limitaba el crecimiento del gasto público y propiciaba el manejo ordenado de las finanzas estatales. Suprimió los fondos de ahorro petrolero creados para proteger a la economía frente a las contingencias de los imprevisibles ciclos económicos. Creó innumerables instituciones públicas y elevó en forma desproporcionada el gasto del Estado, que llegó a representar el 44% del PIB entre 2012 y 2014, el doble que en los primeros años de la dolarización. Tejió una maraña legal, administrativa y fiscal que aumentó los costos de producción, dificultó la operación de las empresas privadas y encareció las exportaciones. Ahuyentó la inversión extranjera en petróleo y minería, al establecer condiciones por encima de las exigidas en otros países. Anuló los convenios de arbitraje internacional que protegían las inversiones de compañías extranjeras. Llevó a límites extremos la inseguridad jurídica al realizar cambios constantes de las normas tributarias y laborales e incumplir regularmente la Constitución y las leyes.

			Una política económica de esta orientación supeditaba el crecimiento económico a la capacidad que tuviera el Estado para realizar una elevada inversión, la cual a su vez iba a estar determinada por el precio internacional del petróleo y el incremento de la producción de crudo. El precio aumentó sostenidamente desde principios de siglo, cayó por unos meses en 2009, para luego recuperarse y alcanzar un pico en 2012 y bajar pronunciadamente desde fines de 2014. La producción se estancó en alrededor de 540.000 barriles diarios, por el retiro de las eficientes compañías privadas y pasar a ser administrada por Petroecuador y Petroamazonas la mayor parte de los campos petroleros, empresas públicas carentes de un adecuado financiamiento y afectadas por bajos estándares de eficacia y transparencia. Al no incrementarse la producción de petróleo, el crecimiento quedó supeditado al precio en que era vendido en el mercado internacional. Cuando fue alto, entre 2007 y 2008 y 2010 y 2014, la economía creció a un promedio anual del 4,3% y, al deteriorarse, el crecimiento cayó a 0,6% en 2009 y a 0,2% en 2015, para en 2016 volverse negativo (-1,5%)23. 

			El crecimiento económico en lo que va corrido del siglo XXI hasta el  2016 dependió del carácter de la política económica, según haya favorecido la acción del Estado o del mercado. En los años en que se apoyó en la inversión privada (2001-2006) fue más alto (4,9%); en cambio resultó menor (3,3) cuando se ancló en la inversión pública, como sucedió entre 2007 y 2016. Tal disparidad se produjo a pesar de que en el primer período el valor promedio del barril de petróleo (WTI) fue de 44 dólares, y en el segundo de 56 dólares24. 

			Como se ha podido ver, en las cuatro décadas estudiadas el petróleo ha sido el elemento fundamental del crecimiento de la economía, en mayor medida durante los años en los que sus precios fueron elevados. Su legado económico ha sido positivo, a pesar de lo costosas que fueron las crisis ocasionadas por los bruscos deterioros de su valor, a mediados de los años ochenta, fines de siglo y a partir de 2014. Si se toma como punto de partida el año en que comenzó a pesar en la economía nacional (1970), por las inversiones requeridas para su explotación, el PIB creció a una tasa promedio anual del 3,8% real hasta 2016, y el PIB per cápita se duplicó al pasar de 2.057 a 4.194 dólares25. Comparado con la media latinoamericana y del Caribe (3,3% anual), desde el año que existen datos (1990), el crecimiento del PIB del Ecuador (3,5%) fue ligeramente superior, según la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL). En cambio el PIB per cápita resultó menor26.

			El crecimiento de la economía y del producto per cápita explica los progresos alcanzados por el país en todos los campos. Pero la relevancia de estos positivos resultados merma, si se tiene en cuenta que fueron alcanzados en un lapso de casi cincuenta años. Y que, en un lapso similar, países de América Latina y de otras regiones del mundo alcanzaron un nivel más alto de desarrollo, a pesar de que no contaron con la valiosa riqueza petrolera, como se verá al finalizar el capítulo. 

			La extrema volatilidad experimentada por el precio del petróleo, con sus violentas alzas y bajas, puso al crecimiento a merced de lo que ocurriera en el mercado internacional del crudo. Y en el caso de las demás exportaciones sus resultados dependieron de los términos de intercambio. De estas limitaciones externas, que escapaban del control del país, dependieron los avances y retrocesos experimentados por la economía. La segunda desventaja en algo pudo compensarse con mejoras de la productividad, tan necesaria para salir adelante en el competitivo mercado mundial, cosa que no sucedió. Según la OIT, a diferencia de otros países de América Latina como Perú y Colombia, entre 1990 y 2008 el Ecuador no logró mejorar la productividad del trabajo, mientras aquellos Estados la incrementaron en un 60%. 

			Mediante la diversificación de las exportaciones, a través de la expansión de las no petroleras, cuyos precios sufrieron menos fluctuaciones, el país consiguió reducir en algo la vulnerabilidad externa y sostener la actividad económica en los lapsos en que se derrumbó el precio del petróleo. 

			El populismo fiscal, la poca valoración del ahorro, el descuido que se tiene en la administración del dinero público y la generalizada creencia de que por tener el país riquezas naturales está asegurado su futuro, impidieron que el Congreso Nacional y la opinión pública discutieran la inconveniencia de eliminar los fondos de ahorro. Líderes y ciudadanos no se plantearon que el petróleo, por ser un don de la naturaleza, era perecedero, motivo por el que la temporal riqueza debía ser protegida para asegurar un crecimiento de la economía no dependiente de su aleatoria suerte. Ilustra vivamente la ilusoria visión de la sociedad —de que por tener el país petróleo estaban resueltos sus problemas— el festejo montado por el gobierno militar de la época en las calles de Quito, al pasear el primer barril de crudo extraído en la Amazonía. Luego de ser aplaudido por la muchedumbre fue depositado en un templete del Colegio Militar Eloy Alfaro como si fuera un héroe. 

			Por aquellos motivos, los fondos de ahorro, pocos años después de creados, fueron primero desvirtuados y luego eliminados, en el gobierno del presidente Correa, por considerar que más convenía al progreso del país gastar la riqueza petrolera que guardarla, sin tener en cuenta el papel que en el mantenimiento del crecimiento económico tienen los capitales acumulados en el momento en que escasean los ingresos ordinarios. Los llamados realizados por especialistas a no incurrir en tal error no tuvieron eco. Escaso tiempo debió pasar para que se demostrara la utilidad de aquellos fondos, al desplomarse los precios del petróleo en 2015 y 2016 y el Estado no tener recursos propios para cubrir el imprevisto déficit. Los pocos ahorros que se hicieron fueron usados en la temporal caída del precio del petróleo en 2009. El que careciera de ellos en los años siguientes fue una de las causas de que el crecimiento se volviera recesivo, con secuelas sociales negativas en el empleo y la pobreza. 

			Algunos gobiernos favorecieron la inversión foránea en el sector petrolero, por considerar que el país no contaba con los ingentes recursos económicos que eran necesarios para descubrirlo, explotarlo y transportarlo. Con tal fin promovieron leyes, impulsaron políticas y tomaron medidas que alentaron la participación de la inversión extranjera en la búsqueda, la explotación y el transporte de petróleo. Gracias a estas iniciativas se descubrieron nuevos campos, aumentó el volumen del petróleo exportado y se construyeron dos oleoductos para enviar el crudo al puerto de embarque en Esmeraldas. A todos ellos les resultó evidente que una mayor producción de crudo, unida a un ingreso adicional de divisas, fortalecerían la economía y acelerarían el crecimiento.

			No fue esta la visión de los gobiernos militares revolucionarios de los años setenta y de políticos y partidos ubicados en la izquierda. Fundados en consideraciones ideológicas y posiciones nacionalistas y antiimperialistas definieron al petróleo como un bien “estratégico”, razón por la cual debía ser explotado por el Estado, a fin de que sirviera a los ecuatorianos y no a los intereses de las expoliadoras compañías extranjeras. En los gobiernos militares el Estado adquirió el 62,5% de las acciones del consorcio Texaco-Gulf (1976), a cuyo cargo estaba la explotación de los ricos yacimientos descubiertos en la Amazonía27. Aquellas organizaciones, valiéndose de su influencia política, por varios años impidieron que se entregara a compañías extranjeras la responsabilidad de construir un nuevo oleoducto (OCP), sin el cual no podía exportarse la producción de crudos pesados. Como antes se dijo, los mismos actores presionaron al presidente Alfredo Palacio para que declarara la caducidad del contrato de la compañía estadounidense Occidental, sin el pago de una indemnización28. En el gobierno del presidente Rafael Correa se modificaron ilegalmente los contratos de las compañías petroleras extranjeras, a fin de reducir sus ingresos y aumentar los del Estado, en términos tan draconianos que, para minimizar los perjuicios sufridos, unas restringieron sus inversiones y otras abandonaron sus operaciones y plantearon demandas ante tribunales internacionales de arbitraje. 

			Las anotadas decisiones, si bien incrementaron la participación del Estado en la renta petrolera, afectaron al volumen de producción, originaron el pago de costosas indemnizaciones, redujeron a largo plazo los ingresos fiscales, encarecieron los créditos externos, limitaron el crecimiento de la economía y postergaron el desarrollo del país. Al estancarse la producción de petróleo en alrededor de 540.000 barriles diarios, entre 2007 y 201629, el país desperdició la oportunidad de vender un volumen mayor de crudo en los elevados valores de 80 a 100 dólares que llegó a cotizarse en el segundo y tercer lustros del siglo XXI. Por las demandas presentadas por las compañías en los tribunales de arbitraje, el Estado debió pagar elevadas indemnizaciones, en un momento en que la caja fiscal y la reserva monetaria estaban exhaustas30. La ineficacia, el burocratismo y la corrupción31, generalmente presentes en las empresas estatales, encarecieron las operaciones de extracción y refinación de petróleo. Ello incluso ocurrió en Petroamazonas, a pesar de haber asumido la eficiente estructura empresarial y administrativa de Occidental. 

			 Las posiciones ideológicas antes mencionadas también condicionaron las decisiones tomadas en el campo de la minería. La Asamblea Constituyente de 2008 anuló los contratos celebrados con compañías, que habían adelantado trabajos para explotar ricos yacimientos de cobre, oro y plata descubiertos en la cordillera de los Andes. Por su parte, el gobierno de Correa incrementó en forma desmedida las cargas tributarias, sin considerar que superaban a las vigentes en países con una larga tradición minera. Estas decisiones detuvieron las operaciones de las compañías, algunas de las cuales vendieron sus concesiones, a pesar de las millonarias inversiones que habían realizado. Años después el Gobierno, al advertir que las compañías mineras detenían sus labores y postergaban inversiones, dejó a un lado su ideología nacionalista y ablandó la legislación tributaria en los términos solicitados por dichas empresas. El tiempo desperdiciado por tales dubitaciones postergó varios años la explotación minera, con los consiguientes perjuicios económicos. Si no hubiera procedido de tal modo, hacia los años 2015 y 2016, en los cuales el Estado estuvo tan necesitado de financiamiento, habría podido contar con los réditos económicos generados por las exportaciones de oro, cobre y plata. 

			Una estimación realizada por el BID en 199832 da una idea de lo perjudiciales que fueron para el crecimiento económico las políticas analizadas. Según ella, la economía del Ecuador podía crecer al 6,5% anual a largo plazo, si recuperaba la estabilidad política y económica, modernizaba las instituciones públicas y mejoraba su gestión. Y a un elevado 8% anual si el sector privado tenía una mayor participación en la explotación de petróleo, electricidad y comunicaciones, y se elevaba la calidad de la educación. La oportunidad perdida por el país de crecer a esas altas tasas se agranda, si se considera que dicha estimación fue hecha años antes de que se elevara el precio del petróleo y se descubrieran ricos yacimientos mineros. 

			Los periódicos colapsos del precio del petróleo, la caída del crecimiento económico y las recurrentes crisis rezagaron al Ecuador con respecto a otros países latinoamericanos y asiáticos, a pesar de los importantes adelantos económicos conseguidos en el período estudiado. En 1971, un año antes de iniciarse la exportación de petróleo, el PIB per cápita de Colombia era 10% mayor que el de Ecuador y el de Chile 80%. El de Corea del Sur incluso fue menor en un 20%. Cuatro décadas después, en 2015, el primero y el segundo ampliaron su ventaja a 40% y 170%, y los coreanos del sur tienen hoy un per cápita 370% superior al de los ecuatorianos33. 

			
		


		
			CAPÍTULO 2
LA DEUDA

	

			 

			 

			 

			El atraso económico y la inestabilidad política en los que había vivido el Ecuador desde que se fundó la República, le cerraron las puertas del crédito externo durante el siglo XIX y principios del XX. Hacia los años cuarenta del siglo pasado, las principales deudas eran los préstamos que habían financiado las guerras de la Independencia y la construcción del ferrocarril Guayaquil-Quito. Recién a mediados del siglo XX, el país logró acceder al crédito internacional. Los primeros préstamos provinieron de Estados Unidos (Eximbank) y fueron otorgados para la construcción de caminos, sistemas de agua potable y los aeropuertos de Quito y Guayaquil. En 1949 el saldo de la deuda externa ecuatoriana era de apenas 39 millones de dólares y equivalía al 1% del PIB, insignificancia que le impidió compensar la baja inversión nacional y convertirse en un elemento del crecimiento económico. 

			Varios factores intervinieron para que en los años siguientes el Ecuador recibiera financiamiento internacional. El interés de los Estados Unidos en promover el desarrollo de los países de América Latina para “detener la penetración comunista”, el despegue de la economía nacional incentivado por la explotación de banano, la estabilidad política de los años cincuenta y la fundación de organismos multilaterales de crédito. A través de estos la comunidad internacional —en realidad los países industrializados— resolvió cooperar económicamente en el desarrollo de los países atrasados y así evitarle contratiempos a la economía mundial. Con tal fin, en 1944 fueron fundados el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional (FMI), y en 1959 el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), promovido por la OEA. A pesar de contar el país con esta cooperación financiera, el papel del crédito externo continuó siendo limitado. En 1971, un año antes de iniciarse las exportaciones de petróleo, la deuda ecuatoriana era de 261 millones de dólares —248 pública y 13 privada—, monto que representaba escasamente el 9% del PIB. 

			La relativa importancia que gracias a la riqueza petrolera adquirió la economía ecuatoriana despertó el interés de los prestamistas. A la cooperación financiera de los Estados Unidos y de organismos multilaterales se sumaron créditos otorgados por otros países industrializados, la banca internacional y proveedores que vendían bienes o proporcionaban servicios al Estado. Sin embargo, hasta 1975 la deuda externa continuó siendo modesta, ya que si bien subió a 513 millones de dólares, disminuyó su significación con respecto al PIB (7%), en razón del importante crecimiento que experimentó la economía. La deuda interna sumaba 384 millones de dólares, y la deuda pública total representó el 11% del PIB. 

			Tres elementos contribuyeron al incremento del endeudamiento en los años siguientes, a pesar de los abundantes recursos económicos con los que contaba el Estado. El fisco requería recursos para cubrir el déficit causado por la expansión del gasto público y compensar las caídas transitorias de los ingresos petroleros causadas por la reducción de la producción y del precio34. El país contaba con amplios márgenes para endeudarse sin poner en riesgo la estabilidad económica, en vista de la baja carga de la deuda en el PIB y en el presupuesto35, a lo que se sumaba la elevada liquidez existente en el mercado internacional de capitales. 

			Por su parte, la banca internacional requería colocar capitales acumulados por los grandes exportadores de petróleo. Sus agentes visitaban entidades públicas y empresas privadas ofreciendo créditos fáciles, rápidos y baratos, sin evaluar adecuadamente la capacidad de pago de gobiernos, empresas e individuos. Y los prestatarios no tomaban providencias que les permitieran cancelarlos, pues estaban seguros de que los créditos serían renovados a su vencimiento. 

			En tal virtud, a partir de 1975 el endeudamiento público se incrementó rápidamente, al punto de haberse septuplicado para el año en que los militares transfirieron el poder a los civiles. En 1979 la deuda externa sumó 2.848 millones de dólares, la interna 640 millones y juntas representaban el 25% del PIB. Diversos motivos impidieron que el primer gobierno democrático restringiera el endeudamiento. La ampliación del Estado en las dictaduras militares, la inercia adquirida por el gasto público, las expectativas sociales despertadas por la democracia, los egresos extraordinarios causados por el enfrentamiento fronterizo de 1981 y el populismo fiscal del Congreso Nacional. Al resultar insuficiente el aumento del precio del petróleo para atender estas costosas erogaciones, se recurrió a la contratación de nuevos créditos. En 1981 la deuda externa subió a 4.416 millones de dólares, la interna a 628 millones y juntas representaron el 23% del PIB, moderada relación que en los años siguientes subió considerablemente.

			El incremento de la deuda externa se dio en un momento en que se producían modificaciones en las características, las condiciones y el destino de los créditos. En 1974 el 52% de los préstamos había sido concedido por organismos multilaterales y el 48% por la banca y proveedores36. En cambio, en 1979 la participación de la banca internacional adquirió preeminencia (63%) y cierta importancia la de proveedores (14%)37, cuyos créditos financiaron principalmente la adquisición de equipos militares. Como aquellas operaciones financieras se hicieron a corto plazo y a altas tasas de interés el servicio de la deuda se encareció38.

			El endeudamiento externo del sector privado fue más agresivo que el del sector público, pues mientras este se incrementó en 12 veces aquel lo hizo en 58 veces. La deuda privada, prácticamente inexistente hasta 1972, en los años petroleros se expandió hasta alcanzar en 1979 la suma de 706 millones de dólares, equivalentes al 20% del total de la deuda externa, las tres cuartas partes con vencimientos inferiores a un año. En la expansión del endeudamiento privado influyeron tanto la liberalidad de los créditos concedidos por la banca internacional como la tasa de interés inferior a la vigente en el país (12%) y las oportunidades económicas que el creciente consumo abrió a nuevos y antiguos negocios39. 

			Si bien la contratación de créditos en dólares implicaba un peligroso riesgo, en el caso de producirse una devaluación, tal era la euforia económica vivida por el país que individuos y empresarios lo pasaron por alto. Tampoco les preocuparon los plazos cortos y el peligro de que las tasas de interés pudieran en algún momento subir, pues se les había ofrecido la seguridad de una renovación inmediata de las obligaciones a su vencimiento, como en efecto venía ocurriendo.

			Fenómenos internos y externos se juntaron para echar abajo este frágil y riesgoso andamiaje financiero, que el auge de los precios del petróleo había levantado. 

			Al iniciarse la década de los ochenta los préstamos foráneos se volvieron onerosos por el aumento de la tasa de interés en el mercado internacional. Esta, en 1973 negativa en valores reales, en 1978 subió al 12% y en 1981 al 20%40, fenómeno que ocurrió cuando el país necesitaba de más créditos para compensar la caída del precio del petróleo y financiar el expansivo incremento del gasto del Gobierno Central. 

			Al producirse la guerra de las Malvinas, en abril de 1982, la banca internacional suspendió sus operaciones crediticias en América Latina. Este inesperado suceso puso fin al riesgoso juego financiero en el que había caído la región, de pagar sus créditos con nuevas deudas. El primer país en caer en mora fue México, al anunciar la suspensión de pagos el 12 de agosto de 1982, cosa que también hizo el Ecuador unos días después. La pérdida del crédito externo implicó que no pudiera cubrirse el elevado déficit del presupuesto y de la cuenta corriente de la balanza de pagos.

			Por primera vez en décadas el país se vio abocado a renegociar la deuda externa contraída con la banca internacional y diversos gobiernos, con cuyo propósito integré una comisión negociadora41. El 11 de enero de 1983 acordó, con más de doscientos bancos acreedores, postergar la mayor parte de los pagos del capital adeudado, que el país recibiera un crédito de 431 millones de dólares para pagar los valores en mora y se reabrieran nuevas líneas de financiamiento para operaciones comerciales. A lo que siguió un acuerdo con gobiernos y proveedores agrupados en el Club de París, que extendió el plazo de pago así como el período de gracia. 

			Esta reestructuración de la deuda externa fue insuficiente para aliviar la carga en los sectores fiscal y externo. Pero sirvió para que se redujera el pesimismo de los agentes económicos, pudiera el país acceder otra vez al crédito de la banca internacional y los acreedores no exigieran el pago de su totalidad, declarándola de plazo vencido. En efecto, en 1983 el monto de la deuda externa pública fue de 6.242 millones de dólares y representó el 36% del PIB.

			El sector privado también se enfrentó a la imposibilidad de cancelar las obligaciones crediticias contraídas con la banca internacional, de 1.629 millones de dólares. El Gobierno se vio forzado a asumirlas, mediante una operación financiera ideada por la comisión negociadora, conocida con el nombre de sucretización. La renegociación con los bancos acreedores contuvo términos similares a los de la deuda pública. 

			Mediante diversas operaciones financieras, los créditos en dólares que había recibido el sector privado se sucretizaron, esto es, se convirtieron en deudas en sucres por pagarse al Banco Central. A su vez, esta institución se comprometió a cancelarla en dólares a la banca internacional. La conversión a sucres de la deuda privada se hizo al tipo de cambio vigente en la fecha de vencimiento del crédito en dólares. El plazo de pago fue de tres años, con un año y medio de gracia. Los deudores debían abonar una tasa de interés equivalente a la que estuviera vigente en el mercado y una comisión del 4% mensual, para proteger al Banco Central frente a futuras devaluaciones. 

			La sucretización de la deuda privada de 1.370 millones de dólares originó una controversia que todavía no cesa, a pesar del tercio de siglo transcurrido. Fue motivada por las siguientes razones. Como el sector privado no estaba en condiciones de cancelarla, iban a quebrar importantes empresas, que aportaban a la producción nacional, a las exportaciones y al empleo. En consecuencia, comprometer la solvencia de la mayor parte de los bancos, en vista de que el 65% de la deuda privada tenía su aval, por un monto equivalente a siete veces el patrimonio del sistema financiero. Los deudores, para protegerse de las devaluaciones, estaban generando una crecida demanda de dólares que agudizaba la depreciación del sucre e incentivaba la ya alta inflación. 

			Las condiciones originales de la sucretización fueron ablandadas por el gobierno del presidente León Febres-Cordero. Se eliminó el cobro de la comisión que protegía al Banco Central contra futuras devaluaciones del sucre y se ampliaron los plazos para el pago de la deuda. Los intereses por pagar fueron congelados a una tasa del 16%, mientras en el mercado llegó a superar el 40% en 1988, 50% en 1990 y 60% en 1992. Debido a estas modificaciones sectores empresariales afines al Gobierno, principalmente de Guayaquil, recibieron injustificados subsidios que irrogaron perjuicios al Banco Central. Algo similar ocurrió cuando autorizó a bancos privados la compra de deuda externa ecuatoriana en el mercado internacional, con apreciables descuentos, luego vendida a la par al Banco Central.

			 Según un estudio realizado por técnicos del Banco Central y del Banco Mundial42 sobre los costos de la sucretización, el primer año en que los deudores pagaron sus obligaciones (1984, último año de mi gobierno), el Banco Central obtuvo un beneficio de 135 millones de dólares, que representó el 0,8% del PIB. En cambio, en los cuatro años siguientes (gobierno del presidente Febres-Cordero), las pérdidas representaron un promedio anual del 0,37% del PIB, equivalentes a 220 millones de dólares. 

			A fines de 1982, ante la evidencia de que la deuda externa se había convertido en un obstáculo para el desarrollo de los países latinoamericanos, el Ecuador invitó a los gobiernos a emprender una acción colectiva. Con este propósito, en febrero de 1983 solicité a la CEPAL y al Sistema Económico Latinoamericano y del Caribe (SELA) preparar un programa de acción. La respuesta de los secretarios generales Enrique Iglesias y Carlos Alzamora fue considerada y aprobada por la Conferencia Económica Latinoamericana reunida en Quito a principios de 1984. Los gobiernos de América Latina y el Caribe pidieron limitar el servicio de la deuda a porcentajes razonables de las exportaciones, para que la región pudiera preservar recursos y destinarlos al crecimiento económico. Solicitaron que deudores, acreedores, países industrializados y organismos financieros multilaterales la adecuaran a la capacidad de pago de los deudores, mediante la adopción de plazos y períodos de gracia más amplios, una drástica reducción de tasas de interés, menores comisiones y márgenes y un flujo adecuado y creciente de nuevos recursos financieros. Estas demandas, otras medidas y diversos compromisos que iban más allá de la deuda y tocaban asuntos referidos al desarrollo de América Latina constaron en la Declaración de Quito y el Plan de Acción43. 

			Tan importante y pertinente iniciativa al poco tiempo fue abandonada. El nuevo Gobierno ecuatoriano no se interesó en impulsarla, la región se resistió a actuar unitaria y colectivamente, los grandes deudores —Brasil, México, Argentina y Venezuela— no la hicieron suya y la banca acreedora se volcó en contra ante el temor de que pudiera conformarse el temido “club de deudores”. También jugó la vernácula inconstancia latinoamericana para perseverar en la instrumentación de sus decisiones de política internacional. Al poco tiempo el Consenso de Cartagena reemplazó a la iniciativa ecuatoriana44. 

			Luego de las primeras renegociaciones resultó evidente que el FMI y los acreedores habían fracasado en la resolución del problema del endeudamiento, y resultado equivocados los supuestos que inspiraron las decisiones de los países industrializados. Las economías latinoamericanas no se recuperaban, las altas tasas de interés no bajaban, continuaba el proteccionismo y el deterioro de los términos de intercambio, y seguían deprimidos los flujos de crédito externo. Este fue el contexto en el que surgió la propuesta del secretario del Tesoro de los Estados Unidos, James Baker, de aliviar la carga crediticia de los quince países más endeudados —diez eran latinoamericanos—, a través del incremento de créditos por parte de los organismos multilaterales y de la banca internacional y un aporte financiero de los Estados Unidos, del orden de los 30.000 millones de dólares45. La iniciativa no fue bien vista por los acreedores, se concretó parcialmente y produjo efectos limitados, pues el problema financiero de las economías latinoamericanas no era solo de liquidez, como equivocadamente se creía, sino de solvencia para cumplir con las elevadas obligaciones contraídas. 

			En vista de que la deuda externa siguió presionando el presupuesto del Estado y la balanza de pagos, en 1985 el gobierno del presidente Febres-Cordero emprendió una nueva renegociación. Las condiciones de plazo y de interés que obtuvo fueron más favorables, pues en algo se habían ablandado las exigencias del mercado financiero internacional. Como no hubo una reducción del monto adeudado y necesitó contratar nuevos créditos para financiar el déficit en 1985, la deuda externa ascendió a 7.955 millones de dólares y llegó a representar el 46% del PIB.

			Apenas dos años después, en 1987, la abrupta caída del precio del petróleo provocó una nueva mora en el pago de la deuda externa, insolvencia que se agravó al paralizarse su exportación por la destrucción del oleoducto que lo transportaba. Tal fue la carencia de recursos económicos, que el país dejó de pagar, no solamente a la banca internacional y a los países del Club de París, sino también al BID y al Banco Mundial. Una nueva renegociación no pudo concluir, porque el Gobierno no ejecutó los ajustes económicos acordados con el FMI. Al concluir la administración del presidente Febres-Cordero (1988), la deuda externa trepó a 10.536 millones de dólares y representó el 81% del PIB. 

			Recién a fines de los años ochenta, los Estados Unidos y la comunidad internacional llegaron a la conclusión de que la insolvencia de los países latinoamericanos, y de otros continentes, era la causa de su incapacidad para cancelar las obligaciones crediticias. Esta constatación llevó al secretario del Tesoro de los Estados Unidos Nicholas Brady, en marzo de 1989, a proponer el ablandamiento en las condiciones en que venía renegociándose la deuda. Por esta decisión habían abogado la Conferencia Económica de Quito y el Consenso de Cartagena. 

			Para el efecto se recomendó que deudores y acreedores acordaran reducciones del capital y del servicio de la deuda y la entrega de nuevos préstamos, mediante operaciones por realizar en el mercado con cada prestatario, y no con todos, como antes había sucedido, procedimiento que fortaleció la capacidad negociadora de los deudores. Con este fin se aportaron 30.000 millones de dólares, en su mayor parte provenientes de los Estados Unidos, para que el FMI y el Banco Mundial contaran con mayores recursos y pudieran reemplazarse las obligaciones existentes a través de la emisión de nuevos bonos. Por su parte, los países deudores debían tomar medidas para garantizar la viabilidad de sus economías a largo plazo, tarea a ser verificada por el FMI. Este realista y generoso planteamiento del Plan Brady posibilitó que finalmente el problema de la deuda ecuatoriana encontrara una solución. 

			El Ecuador no pudo acogerse al Plan Brady y renegociar la deuda porque el gobierno de Rodrigo Borja no completó el ajuste económico ofrecido en la carta de intención presentada al FMI, motivo por el que los acreedores se negaron a discutir la reducción de la deuda ecuatoriana. También influyó el deterioro de las relaciones con la banca internacional, cuando el City Bank forzó el pago de sus acreencias debitando a su favor 91 millones de dólares de la cuenta del Ecuador en dicha institución. Como durante cuatro años no se pagaron intereses ni capital, y se sumaron nuevos atrasos a los heredados del gobierno anterior, en 1992 la deuda externa pública no se modificó significativamente, ascendió a 12.537 millones de dólares y representó el 69% del PIB.

			En estos años surgió una novedosa iniciativa dirigida a financiar ciertas operaciones de donantes extranjeros y ONGecuatorianas que promovían y ejecutaban programas interés público, organizaciones a las que se les autorizó comprar con descuento bonos de la deuda en el mercado internacional para venderlos al Banco Central en un precio mayor pero inferior al valor nominal. Gracias a estas operaciones la deuda externa se redujo en 154 millones de dólares, monto que se dedicó al financiamiento de proyectos sociales y ecológicos por 102 millones de dólares. 

			 Una de las prioridades del gobierno del presidente Sixto Durán fue la renegociación de la deuda externa, a fin de aliviar su peso en las finanzas públicas y en la balanza de pagos. Como también conseguir que el país pudiera volver a obtener préstamos en el mercado internacional de capitales, del que había estado marginado por seis años. 

			Con este propósito realizó un ajuste económico y firmó un stand-by con el FMI, acciones que le permitieron acordar con el Comité de Gestión de la banca acreedora la reestructuración de 7.580 millones de dólares: 4.472 millones de capital, 2.283 millones de intereses atrasados y 825 millones de intereses de mora. Gracias a esta renegociación, por primera vez el Ecuador consiguió la condonación de 1.887 millones de dólares, como también una menor tasa de interés, la extensión de los plazos y un mayor período de gracia. También fue renegociada la deuda con el Club de París, del que se obtuvieron una postergación de los pagos y condonaciones, cuyos valores debían destinarse a programas sociales y al financiamiento de pequeñas empresas industriales. Luego de la renegociación de 1995 el saldo de la deuda pública externa fue de 12.379 millones de dólares que, al sumarse la interna de 1.767 millones, representaron el 58% del PIB. 

			En vista de estos positivos resultados se pensó que la deuda dejaría de ser un obstáculo para que la economía creciera, el Gobierno pudiera atender los requerimientos del desarrollo nacional y el país diversificar el financiamiento internacional. Ocurrió solamente lo último, pues el crédito proveniente de prestamistas privados externos sobrepasó al otorgado por los organismos multilaterales. Lo demás no pudo conseguirse, porque durante la década de los noventa el país volvió a ser afectado por adversas contingencias internas y externas, que redujeron el crecimiento económico: la confrontación armada en la frontera amazónica, crisis internacionales, inundaciones causadas por El Niño, caídas del precio del petróleo y quiebras de bancos. 

			En virtud de haberse concentrado la atención nacional en el endeudamiento externo la deuda pública interna pasó inadvertida, a pesar de estar denominada en dólares, ser a corto plazo, pagar altas tasas de interés, incrementarse constantemente y haberse convertido en la principal fuente de financiamiento del déficit en los gobiernos de Sixto Durán, Abdalá Bucaram y Fabián Alarcón. Esta deuda, que al finalizar los años ochenta era de solo 298 millones de dólares, se había incrementado rápidamente para en 1999 trepar a 3.372 millones y representar el 17% del PIB. 

			Olvidando la riesgosa experiencia de fines de los años setenta e inicios de los ochenta, industriales, comerciantes, constructores e individuos tomaron créditos en dólares. Este endeudamiento fue incentivado por la relativa estabilidad del mercado de cambios, la moderada tasa de interés internacional y la alta tasa vigente en el país. Estas condiciones hicieron atractivo el endeudamiento en dólares, para luego convertirlos en sucres y prestarlos a elevadas tasas de interés. Entre 1994 y 1998 la deuda externa privada se multiplicó casi por cuatro, al pasar de 832 millones de dólares a 3.159 millones en el breve lapso de cuatro años, y llegar a representar el 11% del PIB. Se redujo paulatinamente al perderse el incentivo de las bajas tasas de inflación y devaluación, encarecerse el precio del dólar y restringirse los créditos de la banca internacional, problemas que se agudizaron al terminar el siglo. 

			Al concluir el siglo XX la deuda pública externa fue de 13.752 millones de dólares, la interna 3.372 millones y sumadas representaron el 87% del PIB. Que su monto cuadruplicara el valor de las exportaciones y debieran destinarse a su pago dos tercios del gasto público convirtieron la deuda en uno de los detonantes de la crisis económica de los años 1998-99. En su desproporcionado peso en la economía y en la dificultad que tuvo el país para cancelarla contaron tanto el desplome de los precios del petróleo como las bajas tasas de crecimiento del PIB en las dos últimas décadas del siglo. 

			En agosto de 1999 el gobierno del presidente Jamil Mahuad declaró la mora del Ecuador en el pago de los bonos Brady, obligaciones que representaban cerca del 46% de la deuda externa. Esta decisión, demandada por la Izquierda Democrática, fue recomendada por el FMI y el Departamento del Tesoro de los Estados Unidos, y contaba con el beneplácito de los acreedores agrupados en el Club de París. En efecto, meses atrás, el Grupo de los Siete46 había aceptado que fueran perdonados ciertos créditos, si los acreedores privados también reestructuraban sus portafolios, bajo la consideración de que todos los prestamistas debían “compartir la carga” de tales operaciones, y más aquellos que había cobrado altos intereses. 

			El Gobierno no valoró adecuadamente el alto riesgo que implicaba aquella declaratoria. La renegociación de una deuda que ya había sido renegociada no era viable, según la opinión del BID y del Banco Mundial. Discutir su pago bajo nuevas condiciones, con los múltiples acreedores poseedores de bonos, era bastante más complejo que hacerlo con el comité de gestión de los bancos prestamistas, como antes había sucedido. Los acreedores estaban contractualmente facultados para dar por vencida la totalidad de la deuda, por disposición de los instrumentos jurídicos que dieron origen a la emisión de los bonos Brady. No existía el precedente de algún otro país que hubiera declarado la mora, y el Ecuador no tenía la dimensión económica ni la influencia internacional de los grandes países latinoamericanos. 

			Un mes después anunció el pago de intereses de los bonos sin garantía y no de los demás. Los acreedores objetaron esta apertura por considerarla discriminatoria, juntaron un 25% de acreencias y solicitaron el pago de la totalidad de la deuda de 1.435 millones de dólares. A continuación tomaron una resolución similar el 25% de los tenedores de los demás bonos, por lo que el Ecuador fue declarado en mora por 5.900 millones de dólares, suma equivalente a dos veces el presupuesto del Estado. Algunos de los tenedores de los bonos Brady incrementaron sus ventajas y mejoraron su capacidad de negociación —los llamados fondos buitre—, adquiriendo a la baja paquetes de deuda ecuatoriana en menos del 20% de su valor nominal, en espera de venderlos al alza.

			No fue transparente la conducta del FMI ni la del secretario del Tesoro de los Estados Unidos, Larry Summers, al inducir al Gobierno ecuatoriano a proceder de aquel modo. El primero hasta habría sugerido que era un requisito para que el Ecuador pudiera llegar a un acuerdo stand-by y recibir los créditos que apremiantemente necesitaba. Sin embargo se negó a pronunciarse públicamente en tal sentido, con la excusa de que había planteado privadamente su punto de vista a las “partes interesadas”. Se supone al Gobierno ecuatoriano, que sí lo había hecho, no así a los acreedores, de lo que nunca hubo constancia. Por lo que en los medios internacionales se llegó a decir que el Ecuador se había convertido en el “conejillo de Indias” del FMI y del Departamento del Tesoro. 

			La mora declarada por el Gobierno se extendió a los demás acreedores: tenedores de eurobonos emitidos por el Estado, países del Club de París y deuda doméstica originada en las emisiones de bonos realizadas por los últimos gobiernos, y en el de Mahuad para atender la crisis bancaria. La banca estatizada, luego de su quiebra, también cayó en mora en el pago de los créditos externos recibidos para operaciones de comercio exterior, así como en la cancelación de abonos hechos por sus clientes. 

			Por las razones anotadas, la moratoria en el pago de los bonos Brady y otras obligaciones sumó un problema más a los muchos que convirtieron a la crisis económica de 1999 en un embrollo irresoluble. 

			El sucesor del presidente Mahuad, Gustavo Noboa, designó una comisión renegociadora de la deuda externa, para que la renegociara y el país pudiera regresar al mercado internacional de capitales47. A mediados del año 2000 propuso a los tenedores de bonos Brady y eurobonos cambiarlos por nuevos instrumentos, denominados bonos globales, con una reducción significativa de 3.950 millones, de un total de 6.461 millones adeudados. Los bonos Global A, por un monto de 2.700 millones, se emitirían a treinta años, con una tasa inicial del 4%, que progresivamente aumentaría hasta el 10%. Los Global B, por un monto de 1.250 millones, a doce años de plazo y una tasa fija del 12% anual. La propuesta del Gobierno fue aceptada por más del 85% de los tenedores, por considerarla atractiva, pues muchos habían comprado los bonos Brady y eurobonos a precios bajos. Además, por contemplarse la posibilidad de que pudieran redimirse antes de su vencimiento.

			También fue reestructurada la deuda interna denominada en dólares, la mayor parte adquirida por bancos nacionales y fondos de inversión, cuyos vencimientos se postergaron por siete años. La renegociación con los acreedores del Club de París demoró en concretarse, porque el Gobierno difirió el ajuste de la economía exigido por el FMI, como un requisito para que pudiera firmarse un acuerdo stand-by. Esta contempló la condonación de una parte del capital adeudado (39%), a cambio de que en el presupuesto se hicieran costar cantidades equivalentes, destinadas a programas sociales, ecológicos y de bienestar social. Después de la renegociación, en 2001, la deuda pública externa sumaba 11.373 millones de dólares, la interna 3.117, y juntas representaban el 59% del PIB.

			La exitosa renegociación realizada por el gobierno de Noboa redujo el peso negativo de la deuda en las finanzas públicas, afianzó la confianza sobre el futuro de la economía despertada por la dolarización y reabrió al Ecuador el mercado internacional de capitales. En su gobierno y en los siguientes de Gutiérrez y Palacio, el saldo de la deuda pública se mantuvo estable, en alrededor de 14.000 millones de dólares, a pesar de que el PIB se había más que triplicado, hecho que ofrecía un amplio margen para la contratación de créditos. Una conducta prudente de tres sucesivos presidentes, si bien de cortos períodos, no había sido común anteriormente. 

			Correa había sido un sistemático detractor de la deuda externa, a la que descalificó por “ilegítima, ilegal e inmoral” y definió como perjudicial para el país y el pueblo48. Consecuente con esta posición, una vez que asumió la Presidencia conformó una Comisión de Auditoría Integral del Crédito Público, con el encargo de examinar la deuda contratada entre 1976 y 2006, esto es, desde el segundo gobierno militar hasta el de Palacio49. La integró con funcionarios públicos y representantes de sectores sociales, sociedad civil y organizaciones nacionales e internacionales alineados en la cruzada del “no pago” de la deuda externa. 

			En los considerandos del decreto ejecutivo que expidió con tal propósito reiteró sus críticas. Señaló que la deuda obligaba a dedicar “porcentajes muy altos del presupuesto” a su servicio, exigía contratar nuevos créditos para pagarla, volvía al país dependiente de gobiernos extranjeros e instituciones financieras internacionales, representaba una “permanente amenaza a la soberanía nacional” y a la “vigencia real de los derechos humanos”, y se había convertido en un obstáculo para el crecimiento de la economía y la reducción de la pobreza.

			Las principales conclusiones del informe de la comisión fueron las siguientes. La deuda y las renegociaciones fueron “impuestas por los prestamistas”, mediante “actos lesivos a la dignidad de la nación y violatorios de la Constitución y de la ley”, incluso delictuosos. Benefició “al sector financiero y a empresas transnacionales” y afectó “visiblemente los intereses de la nación”. Limitó “los derechos de personas y pueblos, profundizó la pobreza, aumentó la migración, deterioró las condiciones ambientales” y afectó la soberanía del país, por la injerencia de los prestamistas en asuntos internos. 

			En sus primeros años de gobierno, Correa siguió la conducta prudente de sus predecesores en materia de endeudamiento, de manera que el saldo se mantuvo en el nivel de 14.000 millones de dólares, y en 2009 más bien consiguió que se redujera. Más tarde, a finales de 2008, movido por sus posturas ideológicas y políticas declaró que no honraría el pago de los bonos Global 2012 y 2030 renegociados en el gobierno del presidente Noboa, por considerarlos una deuda ilegítima. Esta moratoria, a diferencia de las anteriores, fue resuelta a pesar de la caja fiscal contar con recursos suficientes para abonar intereses y cancelar amortizaciones. Valiéndose de la indefensión en la que quedaron los tenedores de los bonos ecuatorianos, para reclamar el pago de sus acreencias, en forma privada y reservada el Gobierno les ofreció comprarlos con un apreciable descuento, de 65 a 70 centavos por cada dólar. Mediante este artificio consiguió eliminar 3.210 millones de dólares de deuda, a cambio del pago de apenas 900 millones. Luego, paulatinamente fue adquiriendo, en condiciones no reveladas, los bonos en manos del pequeño grupo de deudores reacios a negociar el saldo que poseían (9%), con lo que logró eliminar el riesgo de una demanda internacional50. Por estas operaciones financieras, en 2009 el monto de la deuda externa se redujo a 7.393 millones de dólares, y su relación con el PIB cayó a un moderado 12%. La deuda apenas sumó 10.232 millones de dólares, equivalente a la de veintidós años atrás en valores nominales y aumentó moderadamente hasta 2011. 

			A pesar de que los altos precios del petróleo habían colmado la caja fiscal a partir de 2012, el endeudamiento comenzó a crecer rápidamente, arrastrado por el desproporcionado incremento del gasto público. Y en forma violenta desde 2014, al producirse el derrumbe de los precios del petróleo y formarse una enorme brecha fiscal en 2015 y 2016. A lo que contribuyó la baja relación deuda-PIB existente, no experimentada por el país desde el lejano año 1976, y que, ante la opinión pública, fuera menos costoso contratar créditos que recortar el gasto público y afectar a quienes dependían de él.

			 	Correa primero archivó su discurso estigmatizador de la deuda y luego ignoró las resoluciones de la Comisión Internacional que conformó para que demostrara su inconveniencia. Después, mediante decreto, modificó la restricción contenida en el Código de Finanza Públicas, que prohibía contratarla por sobre el 40% del PIB, al disponer que los créditos concedidos por instituciones públicas al Gobierno no se contabilizarán como deuda51. Como si por el hecho de no contabilizar una parte de ella fuera a dejar de pesar negativamente en la economía y en el presupuesto del Estado, y el Gobierno no estuviera obligado a pagar de manera regular los intereses y el capital al vencimiento de la obligación. 

			Si se ignora el inconstitucional decreto, y la ficción contable en él contenida, en 2016 la deuda pública alcanzó la suma de 38.137 millones de dólares, equivalente al 38% del PIB. Esta relación, por ser sana y encontrarse en el promedio regional, no debería causar alarma, si no fuera porque un alto porcentaje es a corto plazo y más de la mitad de la externa paga altas tasas de interés que oscilan entre el 7 y el 10%, como sucede con bonos emitidos por el Estado y préstamos concedidos por China. 

			En 2016 el Gobierno destinó el 21,5% del presupuesto al servicio de la deuda, casi el triple del gasto en educación (8,4%) y casi el cuádruplo del gasto en salud (6,3%). Como sucedió en anteriores décadas, la deuda comienza a afectar a las cuentas fiscales y externas y a perturbar el desarrollo del país, además de empeorar la vulnerabilidad de la economía frente a shocks externos. 

			La deuda real del Gobierno es más alta, pues la cifra mencionada no toma en cuenta créditos no contabilizados como tales y valores que ha dejado de pagar a diversos acreedores y en algún momento deberá servirlos. Por ejemplo aportes al Seguro Social (IESS), al similar organismo de las Fuerzas Armadas (ISSFA), municipios, consejos provinciales y otras entidades públicas y proveedores y contratistas, incluso compañías petroleras extranjeras. Entre los créditos se encuentran las preventas de petróleo y los préstamos supuestamente a corto plazo que el Banco Central fue obligado a otorgar al Gobierno, por un abultado monto equivalente al 6% del PIB52. Le fueron concedidos a pesar de que la mayor parte de estos recursos pertenecían a instituciones públicas distintas al Gobierno, incluso a la banca privada y depositantes, que debían mantenerse líquidos para proteger al sistema bancario frente a corridas de depósitos. 

			Si se suman estos rubros a la cifra antes señalada, la deuda pública real en 2016 ascendió a la suma de 52.000 millones de dólares, equivalentes al 53% del PIB53. La interna fue de 21.800 millones de dólares y la externa de 30.200, siendo el crecimiento de la primera mucho más rápido que el de la segunda. La deuda per cápita de los ecuatorianos en 2016, de 1.635 dólares, representa el doble de la vigente en el segundo año del gobierno de Correa.

			Fundado en el discurso del presidente contrario al FMI y al Banco Mundial, el Gobierno se negó a recibir créditos de estas instituciones, alegando que afectaban a la soberanía nacional, en razón de la condicionalidad que debía cumplirse para que fueran concedidos. Como ella no era exigida por el BID, la CAF y otros bancos de similar naturaleza, se realizaron operaciones crediticias con estas instituciones. La negativa del Gobierno a recibir créditos proporcionados por aquellos organismos privó a la economía de una fuente barata de financiamiento, concedido a bajas tasas de interés de alrededor del 3% anual y largos plazos que llegaban hasta 25 años. En épocas anteriores estos organismos llegaron a concentrar el 33% del endeudamiento externo público. No solamente razones ideológicas movieron a Correa a proceder de tal modo, sino además la seguridad de contar con una caja fiscal que nadaba en dólares, debido al fuerte aumento del precio del petróleo. 

			 Al cierre de 2016 los principales acreedores del Ecuador son: organismos multilaterales (23%), bonos colocados en el mercado interno en dos terceras partes en el IESS (22,5%), República Popular China (16%). Bonos colocados en el mercado externo (12%), Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (10%), compañías petroleras (10%), demás acreedores (7%). Excepto China, los demás acreedores del Gobierno son los mismos de hace cuarenta años, aunque con diferentes porcentajes. 

			Algunas conclusiones pueden extraerse del análisis realizado en los párrafos anteriores.

			En la contratación de deuda han tenido que ver las necesidades financieras de los gobiernos antes que el interés lucrativo de los prestamistas, realidad confirmada en la administración de Correa, integrada por dirigentes políticos y sociales opuestos al endeudamiento externo. De por medio estuvieron recaudaciones fiscales insuficientes, adquisiciones de armas demandadas por el conflicto fronterizo, el populismo de presidentes, legisladores y autoridades locales, la proclividad al dispendio de recursos públicos, la corrupción propiciada por contratistas y proveedores y la inclinación de los gobiernos a construir obras y ejecutar programas, en ciertos casos innecesarios, movidos por cálculos electorales y políticos. En cambio el endeudamiento privado externo dependió de la liquidez de los mercados financieros, creada en períodos de altos precios del petróleo, y del incentivo de una tasa de interés internacional inferior a la local. 

			Los términos en que se contrataron los préstamos estuvieron determinados por el perfil de la institución prestamista, las condiciones existentes en el mercado internacional de capitales y la capacidad de la economía ecuatoriana para pagar cumplidamente intereses y capital. El índice del “riesgo país”, elaborado por entidades especializadas domiciliadas en los Estados Unidos, cuando fue alto encareció la tasa de interés y redujo los plazos. Las restricciones impuestas por el mercado y los prestamistas y las apremiantes necesidades de financiamiento de los gobiernos fueron tan determinantes, que presidentes y ministros de Economía poco pudieron hacer para ablandar las estipulaciones determinadas en los contratos de crédito, cualesquiera fueran sus ideologías y posiciones políticas, como pudo verse en los últimos años54. 

			Los créditos otorgados por el Banco Mundial, BID, FMI, CAF, y otras instituciones de similar naturaleza, contemplaron bajas tasas de interés, períodos de gracia y largos plazos. Procedieron de este modo por ser instituciones conformadas para contribuir al desarrollo de los países afectados por el atraso. Los capitales recibidos forzosamente debieron dedicarse a programas y proyectos que incentivaran la producción y resolvieran problemas y necesidades económicas y sociales. Su conveniencia y viabilidad fueron cuidadosamente evaluadas, se adjudicaron mediante licitaciones y estuvieron sujetos a reglas y procedimientos que garantizaron su transparencia. 

			Los créditos originados en emisiones de bonos o provenientes de la banca internacional poco tuvieron que ver con el desarrollo del país. Por ser de libre disponibilidad de los gobiernos, habitualmente sirvieron para subsanar el déficit fiscal, cancelar gastos corrientes, eludir la austeridad, pagar el servicio de anteriores deudas y construir obras innecesarias o no prioritarias. Muchas de estas características tuvieron los créditos bilaterales otorgados por gobiernos o proveedores, por ejemplo los de China y Brasil. Como estaban atados a que las obras fueran realizadas y los bienes provistos por empresas de los países prestamistas, no se garantizó su transparencia mediante procesos licitatorios. Su ausencia facilitó la firma de contratos con sobreprecios, una parte de los cuales se destinaron al pago de sobornos a las autoridades que los autorizaron. 

			Si bien hubo créditos que no contribuyeron a incentivar el desarrollo del Ecuador, como el destinado a gastos presupuestarios corrientes, compra de armamento y pago de intereses y capital adeudados, hubo otros que beneficiaron al país y aportaron a su progreso. Gracias a préstamos concedidos por organismos multilaterales pudieron construirse centrales hidroeléctricas, carreteras, canales de riego, aeropuertos, puertos, viviendas, y ejecutarse diversos programas sociales, en especial en ámbitos de la educación y la salud. Créditos otorgados por gobiernos y las emisiones de bonos, en ciertos casos sirvieron para la construcción de infraestructura física, principalmente centrales eléctricas, y suplir el deterioro de los ingresos petroleros destinados a gastos de inversión. Los créditos del FMI contribuyeron a corregir los desequilibrios de las cuentas externas, al reordenamiento de la economía y a ponerla en marcha. La mayor parte del endeudamiento privado se destinó al financiamiento de actividades industriales, comerciales, agrícolas, de la construcción y de los servicios, y una parte menor a la compra de bienes en el exterior. 

			Las caídas de los precios del petróleo han sido acompañadas de una aceleración del endeudamiento, al que recurrieron los gobiernos para cubrir el bache fiscal; en cambio, cuando los precios fueron elevados disminuyó la contratación de crédito. Hubo sin embargo dos excepciones. A pesar de que el petróleo se cotizó a elevados precios se produjeron altas contrataciones de crédito en el segundo gobierno militar (1976-1979) y en el gobierno de Rafael Correa entre 2010 y 2014, en los dos casos por el desmedido crecimiento del gasto público. 

			En los gobiernos de los presidentes Hurtado, Febres-Cordero y Mahuad, el Ecuador cayó en mora en el pago de la deuda, al resultar afectada la economía por caídas del precio del petróleo, catástrofes naturales y políticas económicas estatistas y populistas. La declaratoria agravó los efectos de las crisis económicas y dificultó su solución, pues las percepciones negativas sobre el futuro de la economía empeoraron y se postergaron inversiones y emprendimientos. En el gobierno del presidente Correa, la mora fue declarada a pesar de no haber sufrido aquellos males y contar con recursos para abonar su servicio. El efecto económico inmediato fue positivo, pues se produjo una reducción considerable de la deuda, no así el de mediano plazo. Al volver el país al mercado de capitales, en 2014, debió pagar intereses mucho mayores, que llegaron a doblar los devengados por otros países de la región, solo superados por Venezuela.

			Gracias a las renegociaciones de la deuda el país consiguió postergar pagos, reducir tasas de interés y volver al mercado crediticio internacional. En las renegociaciones de los gobiernos de Sixto Durán-Ballén y Gustavo Noboa, además se obtuvo la reducción de una parte del capital adeudado. Lo propio logró el gobierno de Correa con un procedimiento distinto, comprando en bajos precios los bonos ecuatorianos a sus tenedores.

			La deuda pública externa, multilateral, bilateral, bancaria y de inversionistas adquirentes de bonos soberanos, así como la interna, han sido una fuente de financiamiento habitualmente usada por el Estado, de la que ningún gobierno pudo sustraerse, cualquiera fuera su ideología. Aun aquellos que la denostaron, al encontrarse sin recursos fiscales suficientes recurrieron a prestamistas para obtener los capitales que les hacían falta. Un solo gobierno, el del presidente Borja, no contrató deuda externa, excepto la multilateral. Pero no por haberla desechado, sino porque el crédito foráneo le fue cerrado al encontrarse el país en mora en el pago de las obligaciones crediticias. 

			Agrupaciones sociales, políticas y de la sociedad civil ubicadas en posiciones radicales propugnaron el “no pago” de la deuda externa, porque propiciaba el lucro indebido de los prestamistas, atentaba contra la soberanía nacional, limitaba el desarrollo del país y sumía al pueblo en el atraso y la pobreza. Muchos de los que adoptaron aquella postura e hicieron estas descalificaciones pasaron a ocupar altas dignidades en el gobierno de Correa55. Enfrentados a las restricciones financieras causadas por la caída del precio del petróleo, e incluso antes de que ocurrieran, convirtieron a la vilipendiada deuda en uno de los pilares del presupuesto del Estado. 

			Los contratos de deuda y sus renegociaciones han sido fuente de conflictos políticos, desataron encendidas polémicas y algunos derivaron en juicios penales instaurados contra los funcionarios que intervinieron en tales operaciones. 

			El promedio anual de deuda contratada por los gobiernos, en millones de dólares constantes, en su orden fue el siguiente: Febres-Cordero, 4.100; Correa, 2.70056; Bucaram-Alarcón, 1.900; Mahuad, 1.400; Hurtado, 1.200; segundo gobierno militar, 830; Durán, 810; Roldós, 700; Borja, -1.150; Gutiérrez, -1.650; Noboa, -3.100; Palacio, -3.400. Por otra parte, Correa ocupa el primer lugar en cuanto al monto de deuda contratada en valores constantes ($27.300 millones de dólares), seguido de Febres-Cordero ($16.400 millones). Noboa es el que más deuda redujo, 9.300 millones, seguido por Palacio con 6.000 millones57. 
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